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[bookmark: _GoBack]AGOTAMIENTO DE LOS RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD – Marco normativo.

El numeral 2º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, prevé como requisito previo para demandar cuando se formulen pretensiones relativas a la nulidad de un acto administrativo, haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios: (…) ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: (…) 2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio negativo en relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto presunto.  Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral. 

[bookmark: _Hlk133927163]NOTIFICACIÓN PERSONAL DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS – Marco normativo y requisitos / RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS – Marco normativo, procedencia y finalidad / FIRMEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS – Supuestos y obligatoriedad de presentar los recursos en el procedimiento administrativo /NOTIFICACIÓN PERSONAL DE ACTO ADMINISTRATIVO – Indebida notificación en el caso concreto por no haberse indicado ante qué autoridad debían interponerse los recursos de ley / NOTIFICACIÓN PERSONAL DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS - El incumplimiento de cualquiera de los requisitos previstos en el artículo 67 del CPACA invalida la notificación / PRINCIPIO PRO ACTIONE – Aplicación ante la indebida notificación de acto administrativo al no haberse indicado ante qué autoridad debía interponer los recursos.
 
Frente a la notificación personal de los actos administrativos, el artículo 67 de la Ley 1437 de 2011, dispone lo siguiente: (…) En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo. El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación. (…). Por su parte, el artículo 74 ibidem, prevé respecto a los recursos contra los actos administrativos, lo siguiente: (…). De otra parte, el artículo 87 de la misma norma, frente a la firmeza de los actos administrativos, dispuso: (…) Finalmente, el artículo 43 ibidem define como actos definitivos, aquellos “que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación”. Respecto a la firmeza de los actos administrativos y la obligatoriedad de presentar los recursos en el procedimiento administrativo, el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: (…).Conforme se enunció, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la parte actora pretende se declare la nulidad de la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, a través de la cual el jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Cultura, sancionó al señor Rodolfo García López, por la intervención del predio ubicado en la carrera 11 No. 17-79/83 barrio Centro, del municipio de Tunja con multa equivalente a doscientos millones de pesos ($200.000.000). Bajo el criterio del a quo, en el presente asunto no se agotó el requisito de procedibilidad previsto en el numeral 2º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, a saber, haberse acreditado que respecto al acto administrativo particular demandado se ejercieron los recursos que de acuerdo a la Ley le eran obligatorios, lo anterior, por cuanto el acto acusado señala que contra el mismo proceden los recursos de reposición y/o apelación dentro de los 10 días siguientes a su notificación, en los términos del artículo 74 y s.s. del CPACA, sin que se hubiera acreditado que interpuso el recurso obligatorio de apelación. Contrario a ello, considera la parte actora que al no habérsele notificado en legal forma el acto acusado, conllevó a que el señor Rodolfo García López no hubiere presentado los recursos de ley contra el mismo. En primer lugar, debe referirse lo resuelto en la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022: (…) Aduce el apelante que el acto acusado no le fue debidamente notificado, pues si bien el a quo asegura que en el escrito de subsanación se indicó que fue notificado el 14 de enero de 2022, lo cierto es que solo transcribió el correo enviado por la entidad, sumado a que nunca abrió el contenido del correo.  Al respecto se encuentra acreditado en el plenario que el acto administrativo le fue notificado de manera electrónica al señor Rodolfo García López el 13 de enero de 2022, a través del correo electrónico rodolfo.garcía0944@gmail.com:  (…). Sumado a ello, al momento de subsanar la demanda, frente a la notificación del acto acusado, se indicó por el apoderado del demandante: (…) Conforme a lo expuesto, se colige en el presente asunto que la decisión sancionatoria le fue notificada al señor Rodolfo García López el 13 de enero de 2022 a la cuenta de correo personal rodolfo.garcía0944@gmail.com, si bien a criterio del apelante, en el escrito de subsanación no se aseguró que el demandante se hubiera notificado del acto acusado, lo cierto es que, si se adujo en tal oportunidad por el apoderado del demandante que la fecha exacta en la cual fue notificado el señor Rodolfo García es el 14 de enero de 2022, fecha en la que se dio cuenta del correo y que se trataba del acto cuya nulidad se pretende, razón por la cual, le asiste razón al a quo a partir de tal manifestación de tener por notificado al demandante el día siguiente del envío del correo de notificación. Es preciso señalar que, si bien el apoderado de la parte actora en la alzada refiere que  lo único que hizo fue trascribir el correo enviado al poderdante, por cuanto en efecto este no abrió los anexos o datos adjuntos al mismo, con lo que en estricto sentido no se cumplió la notificación, lo cierto es que, independientemente de que hubiera abierto o no el contenido del correo electrónico, en los términos del artículo 291 del CGP, “se presumirá que el destinatario ha recibido la comunicación cuando el iniciador recepcione acuse de recibo”, en esta medida obra en el proceso el pantallazo referenciado en precedencia en el sentido de haber recibido el correo respectivo, siendo aún más que es el propio demandante quien afirma haberlo recibido. En este orden, si bien precisó el a quo que al encontrarse debidamente notificado le asistía la obligación al aquí demandante, de impugnar la decisión sancionatoria, ya fuera con la interposición del recurso de reposición si así lo consideraba, o, por el contrario, a través del recurso de apelación en los términos del acto administrativo y lo dispuesto en el artículo 74 del CPACA, que prevé que el mismo es obligatorio. Lo cierto es que, a criterio de la Sala la notificación personal del señor Rodolfo García no se practicó en debida forma, por los argumentos que pasan a exponerse: En términos del artículo 67 de la Ley 1437 de 2011, las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse, regula además que, en la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo, finalmente, dispone que “El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación”. Ahora bien, de la lectura del acto acusado a saber, la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, en su artículo Quinto señala que contra “la misma proceden los recursos de Reposición y/o Apelación, los cuales se podrán interponer dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, en los términos del artículo 74 y s.s. del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, nótese que la entidad omite indicar ante qué autoridad debe interponerse dichos recursos. Omisión que tampoco fue subsanada en el correo electrónico en el cual se notificó el acto administrativo, toda vez que la entidad se limita a indicar que “Contra la presente resolución procede recurso de reposición y apelación los cuales se podrán interponer dentro de los 10 días siguientes a la presente notificación”. Bajo ese entendido, para la Sala el incumplimiento por parte del Ministerio de Cultura en indicarle al señor Rodolfo García ante cuál autoridad debía interponer los recursos contra la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, invalida la notificación personal practicada tal como lo prevé el inciso final del artículo 67 del CPACA, por omisión en el cumplimiento de este aspecto. Por consiguiente, pretender que una persona que ni siquiera contaba con apoderado judicial al momento de proferirse y notificarse la decisión de fondo, interpusiera los recursos de ley, cuando no se indicó ante cual autoridad debía hacerlo, constituye a criterio de esta Sala, un obstáculo al acceso a la administración de justicia, y tal circunstancia sirve de fundamento para no tener por agotado el requisito de procedibilidad previsto en el numeral 2° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 y rechazar su demanda. Lo anterior toda vez que el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia previsto en el artículo 229 Constitucional, ha sido entendido por la Corte Constitucional “(…)”. Sumado a ello, el Consejo de Estado ha señalado que “no puede dejarse de lado que, de conformidad con los principios pro actione y pro damato, el juez puede interpretar de manera flexible las normas procesales en aras de garantizar la finalidad que ellas persiguen, esto es, el acceso a la administración de justicia y la primacía de los derechos sustanciales señalados en el artículo 228 de la Constitución Política. En tal sentido se ha expresado que: “[…] El principio pro damato involucra razones de equidad y seguridad jurídica, pues atiende a las circunstancias particulares que rodean el caso para no restringir el derecho al acceso a la administración de justicia cuando no se tiene la certeza sobre la configuración de la causal de rechazo pertinente […]”. Por lo anterior, esta Sala al advertir que la notificación personal realizada al señor Rodolfo García, en todo caso, no reúne los requisitos previstos para su validez en los términos del artículo 67 del CPACA, al no haberse precisado la autoridad ante la cual debía interponerse los recursos de ley, no le era exigible acreditar la interposición del recurso de apelación que resulta obligatorio, requisito que exige el numeral 2º del artículo 161 del CPACA. En este orden, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia y dando aplicación al principio pro actione, no resulta procedente el rechazo de la demanda, en la medida que la notificación a la parte demandante no se practicó en debida forma, lo que impidió agotar el requisito de procedibilidad previsto en el numeral 2° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011. En consecuencia, se revocará la providencia impugnada y en su lugar, se ordenará remitir el expediente al Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Tunja para que provea sobre la admisión de la demanda, en aras de garantizar el derecho de las personas que acceden a la administración de justicia.  
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Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del demandante contra el auto proferido 15 de septiembre de 2022 por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Tunja, a través del cual rechazó la demanda presentada por el señor Rodolfo García López2.  
 
I. Antecedentes 
 
De la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho[footnoteRef:2]  [2:  Documento 13 ] 

 
1. Pretende la parte actora se declare la nulidad de la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, a través de la cual el jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Cultura sancionó al señor Rodolfo García López, por la intervención del predio ubicado en la carrera 11 No. 17-79/83 barrio Centro, del municipio de Tunja con multa equivalente a doscientos millones de pesos ($200.000.000). 
 
2. Como consecuencia de la anterior declaración se ordene a la demandada: i) dejar sin efectos la Resolución No. 0006 del 11 de enero del año 2022; ii) se condene en costas y agencias en derecho a la entidad demandada si a ello hubiere lugar. 
 
3. Como fundamento de las anteriores pretensiones, expuso el demandante que, es propietario del inmueble ubicado en la carrera 11 No. 17-79/83 barrio Centro, de la ciudad de Tunja, predio identificado con matrícula inmobiliaria No. 070-98645, aseguró además que en dicho inmueble funcionó durante varios años un restaurante denominado Restaurante Chino, en la parte interna del inmueble y bajo el control de la Secretaria de Protección Social de la ciudad de Tunja. 
 
4. Indicó que mediante Resolución No. 0428 del 27 de marzo de 2012, se aprobó el Plan Especial de Manejo y Protección del Centro Histórico de la ciudad de Tunja, advirtiéndose que el inmueble de propiedad del demandante se encuentra ubicado en la delimitación del mencionado Plan y clasificado en el nivel uno de intervención de acuerdo con lo señalado en el plano normativo PRO -02 del nivel de intervención. 
 
5. En términos del artículo 8 literal a) de la Ley 397 de 1997, modificado por el artículo 5 de la Ley 1185 del 2008 (Ley general de Cultura) corresponde al Ministerio de Cultura la declaratoria y el manejo de los bienes de interés cultural a nivel Nacional. 
 
6. Afirmó que en visita sanitaria realizada el día 24 de agosto del 2017, la Secretaria de Protección Social de Tunja al establecimiento de comercio Restaurante Chino, ubicado en la carrera 11 No. 17-79/83 barrio Centro; se encontraron algunas inconsistencias debido al deterioro del inmueble por el paso del tiempo y por el mal uso que le dieron los propietarios del establecimiento, tales como, pisos con grietas, las paredes deterioradas, así como tampoco existía protección total del techo, tal como quedó consignado en Acta No. 0553 de la misma fecha. 
 
7. Posteriormente, mediante Acta No. 000006 de 24 de agosto del 2017, se ordenó la clausura temporal del Establecimiento de comercio, con las respectivas observaciones, razón por la que, el demandante ante la existencia de un contrato de por medio, hizo un esfuerzo económico y pese a conocer el nivel de intervención del Plan Especial de Manejo y Protección (PEMP) que tiene el inmueble; contrató arquitectos expertos en la materia con el fin de que se tramitara ante el Ministerio de Cultura los permisos para hacer la adecuación funcional, sin que obtuviera respuesta afirmativa, ya que las solicitudes le fueron devueltas sin brindarle ninguna asesoría al respecto. 
 
8. Sostuvo que pese a ello, la adecuación funcional se inició con el fin de sostener la cubierta deteriorada, por las inclemencias de las lluvias, sumado a que la invasión de roedores y felinos entre otros factores, seguían deteriorando el inmueble y colocaba en peligro inminente a las personas que lo habitaban, añadió que la adecuación se realizó respetando los aspectos tipológicos y volumétricos existentes, sin ir en contra de lo estipulado en el Plan Especial de Manejo y Protección ya que no deteriora los aspectos volumétricos de la edificación histórica localizada hacia el frente del predio. 
9. Mediante Auto 116 del 15 de junio de 2018, la Inspección Octava de Policía y Control Urbano de Tunja, advierte el conocimiento de la querella adelantada bajo el expediente No. 0107 del 2018, por infracción a los Comportamientos Contrarios a la Integridad Urbanística, en el predio de propiedad del demandante; proceso que indica, aún se encuentra en curso en dicha Inspección. 
 
10. Posteriormente, mediante Auto No. 2021-0719, el Ministerio de Cultura a través de la Jefatura Oficina Asesora Jurídica, ordenó la apertura del procedimiento administrativo de carácter sancionatorio PAS -2021-0009 por la supuesta intervención realizada en el predio ubicado del demandante, asegurando que son los mismos hechos que dio origen a la querella adelantada en la Inspección Octava de Policía y Control Urbano de Tunja. 
 
11. Indicó que inicialmente estuvo representado por el doctor Ligio Gómez Gómez, sin embargo, ante la imposibilidad de asumir el pago de honorarios, el profesional del derecho renunció al poder otorgado para el trámite ante el Ministerio de Cultura el 24 de noviembre de 2021, la cual fue igualmente comunicada a dicha cartera ministerial. 
 
12. Sostuvo que, ante la renuncia de su apoderado, estuvo atento a que el Ministerio de Cultura hiciera algún pronunciamiento a través de un auto de aceptación de la renuncia, y que este le fuera enviado a su correo electrónico, lo cual no sucedió, sino que la entidad guardó silencio y siguió el curso del proceso sancionatorio PAS 2021-0009. 
 
13. Manifestó que para el día 14 de enero del 2022, el señor Rodolfo García López, abrió su cuenta de correo electrónico y observó que el Ministerio de Cultura - Jefatura Oficina Asesora Jurídica, le envió al correo electrónico la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, lo que sorprendió al aquí demandante ya que no había recibido notificación para presentarse a las audiencias, desconocía quién lo había representado en el proceso por cuanto no tenía abogado de confianza y mucho menos le habían asignado uno por cuenta del Estado. 
 
14. Afirmó que el actuar de la entidad al imponerle sanción vulneró sus derechos al mínimo vital, a la salud, a la vida, a la propiedad, porque una sanción de esa naturaleza causa un perjuicio irremediable, sumado a que la autoridad administrativa no le permitió interponer los recursos de Ley, al no contar con defensa técnica, lo que a todas luces vulneraba sus derechos al debido proceso, defensa y contradicción. 
 
15. Mediante auto del 18 de agosto de 2022[footnoteRef:3], el Juzgado Quinto Administrativo de Tunja inadmitió la demanda, a efectos de que la parte actora subsanara las siguientes falencias: i) allegara las constancias de publicación, notificación o ejecución del acto administrativo demandado; ii) allegara la constancia de conciliación prejudicial de que trata el artículo 2 y 21 de la Ley 640 de 2001; iii) allegara los documentos anunciados en el escrito de la demanda como pruebas; iv) allegara la constancia que acreditara haber interpuesto los recursos informados en la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022 o informara si efectivamente no los presentó, esto en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 161 del CPACA modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 2021.  [3:  Documento 17 ] 

 
16. El 23 de agosto de 2022[footnoteRef:4], la parte actora allegó escrito de subsanación.  [4:  Documento 19-22 ] 

 
Providencia impugnada 
 
17. El Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Tunja, en auto del 15 de septiembre de 2022[footnoteRef:5] rechazó la demanda al considerar que no se agotó el requisito de agotamiento del procedimiento administrativo consagrado en el numeral 2° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, bajo los siguientes argumentos:  [5:  Documento 23 ] 

 
“Por auto del 18 de agosto de 2022 (Índice No. 5 de samai) el Despacho inadmitió la demanda señalándole a la parte demandante los defectos que adolecía para que procediera a su corrección., la parte demandante presentó escrito de subsanación el día 26 de agosto de 2022 (Índice No. 9 de samai). Sin embargo, el Despacho observa que sobre al agotamiento de recursos en sede administrativa la parte demandante señala que estos no fueron agotados arguyendo que la entidad demandada no le permitió interponer los recursos pertinentes debido a que si bien el señor García López contaba con los términos después de ver el correo mediante el cual le fue notificada la Resolución referida, lo cierto es que desconocía el desarrollo de la actuación procesal. 
 
Al respecto, se evidencia que en los términos del numeral 2° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios; en tanto, ello constituye un requisito previo para demandar que será exigible en todos los casos, salvo cuando las autoridades administrativas no hubieran dado la oportunidad de interponerlos; que los artículos 74 y 75 ibidem establecen que, por regla general, contra los actos definitivos proceden los recursos de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque; de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito y; de queja cuando se rechace el de apelación. No obstante, que el único obligatorio será el de alzada, cuya finalidad no es otra diferente, a que: i) de una parte, la Administración reconsidere sus decisiones y enmiende los errores que haya cometido, a efecto de evitar pleitos futuros y; ii) de otra, el administrado ejerza su derecho de defensa.  
 
De modo que, si bien pueden plantearse ante la jurisdicción mejores y más estructurados argumentos, no pueden formularse hechos y pretensiones nuevas diferentes a las invocadas en sede administrativa a través de la interposición de recursos; so pena de soslayar el derecho al debido proceso. 
 
Al respecto, el Despacho advierte que en el artículo quinto de la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, acto demandado, se señala expresamente que contra ese acto administrativo proceden los recursos de reposición y/o apelación y que estos se podrán interponer dentro de los 10 días siguientes a su notificación, en los términos del artículo 74 y s.s. del CPACA (página 31, documento 12, Índice No. 2 de samai). Igualmente, que la parte demandante en el escrito de subsanación señala que esta le fue debidamente notificada el día 14 de enero de 2022, sin que se interpusiera el recurso obligatorio de apelación y en ese orden no puede darse por agotado el procedimiento administrativo que exige el CPACA, máxime cuando pese a que se señala que los mismos no fueron interpuestos porque la entidad no permitió su presentación, lo cierto es que no se allega prueba alguna de dicha situación e igualmente se advierte que no se discute una indebida notificación del acto que impidiera su interposición, evento en el cual si procedería de conformidad con lo señalado por el Tribunal Administrativo de Boyacá y el Consejo de Estado. 
 
En consecuencia, al no haberse presentado el recurso de apelación de manera oportuna contra el acto administrativo que ahora se censura, no se cumplió con el requisito de agotamiento del procedimiento administrativo consagrado en el numeral 2° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, por lo cual, se configura de manera consecuente la causal de rechazo de demanda consagrada en el numeral 3° del artículo 169 Íbidem” 
 
Recurso de apelación 
  
18. Inconforme con lo decidido, el apoderado de la parte demandante consideró que, a juicio del Despacho, en el escrito de subsanación se señaló que le fue debidamente notificado el acto acusado el día 14 de enero de 2022, sin que se interpusiera recurso de apelación, con lo que no agotó el trámite administrativo; sin embargo, refiere que en tal escrito lo único que hizo fue transcribir el cuerpo del correo que le fue enviado, para corroborar la fecha en que el demandante evidenció el correo, pero no abrió el documento anexo. 
 
19. Insistió en que el Ministerio no le permitió al demandante interponer los recursos pertinentes, y que aclara que en ningún momento señaló en el escrito de subsanación que la resolución demandada haya sido debidamente notificada el día 14 de enero del 2022, debido a que nunca se manifestó que la resolución hubiese sido notificada debidamente. 
 
20. Añadió que la notificación personal por medios electrónicos procederá siempre y cuando la entidad, solicite al interviniente si acepta ser notificado electrónicamente, y éste hubiere aceptado ser notificado por tales medios, o lo haya manifestado de manera expresa en alguna de las etapas de la actuación administrativa, circunstancia que no ocurrió en el caso en particular, debido a que el señor Rodolfo García López, en ningún momento conoció ni fue citado para hacerse parte del proceso sancionatorio, mucho menos aceptó ser notificado por medios electrónicos, ya que él vive en una vereda, donde la señal es nula, por lo que considera que la Resolución fue indebidamente notificada, con una contundente y fragante violación a los derechos fundamentales del demandante. 
 
21. Por lo anterior, solicitó se revoque el auto acusado y en su lugar, se admita el presente medio de control.  
 
Trámite del recurso 
 
22. En decisión del 29 de septiembre de 2022, el A quo concedió el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra el auto del 15 de septiembre de 2022, que rechazó el presente medio de control.  
 
Competencia 
 
23. El artículo 243 del CPACA, precisa las providencias que son susceptibles del recurso de apelación: 
 
“ARTÍCULO 243. APELACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Son apelables las sentencias de primera instancia y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: 
 
1. El que rechace la demanda o su reforma, y el que niegue total o parcialmente el mandamiento ejecutivo. 
 
2. El que por cualquier causa le ponga fin al proceso. 
 
3. El que apruebe o impruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales. El auto que aprueba una conciliación solo podrá ser apelado por el Ministerio Público. 
 
4. El que resuelva el incidente de liquidación de la condena en abstracto o de los perjuicios. 
 
5. El que decrete, deniegue o modifique una medida cautelar. 
 
6. El que niegue la intervención de terceros. 
 
7. El que niegue el decreto o la práctica de pruebas. 
 
8. Los demás expresamente previstos como apelables en este código o en norma especial. 
 
PARÁGRAFO 1o. El recurso de apelación contra las sentencias y las providencias listadas en los numerales 1 a 4 de este artículo se concederá en el efecto suspensivo. La apelación de las demás providencias se surtirá en el efecto devolutivo, salvo norma expresa en contrario. 
 
PARÁGRAFO 2o. En los procesos e incidentes regulados por otros estatutos procesales y en el proceso ejecutivo, la apelación procederá y se tramitará conforme a las normas especiales que lo regulan. En estos casos el recurso siempre deberá sustentarse ante el juez de primera instancia dentro del término previsto para recurrir.” 
 
24. En este caso, el auto apelado rechazó el presente medio de control, en esta medida, deviene en procedente el recurso de apelación interpuesto, lo que impone, resolver de fondo sobre el recurso impetrado por la parte demandante. 
 
Problema jurídico 
 
25. Corresponde determinar, en primer lugar, si ¿resulta procedente el rechazo del presente medio de control al no haberse demostrado el agotamiento del requisito de procedibilidad consagrado en el numeral 2 del artículo 161 del CPACA, esto es, haberse acreditado que respecto al acto administrativo particular demandado se ejercieron los recursos que de acuerdo a la Ley le eran obligatorios como lo indicó el a-quo, o si, por el contrario, en los términos señalados por el demandante, debe revocarse el auto de 15 de septiembre de 2022, en el sentido de indicar que el acto acusado no le fue debidamente notificado al demandante y por ello, no le fue posible recurrir el acto que dio origen a esta litis?  
 
Tesis de la sala 
 
26. La Sala revocará la decisión objeto del recurso de alzada, al advertirse que el acto acusado fue indebidamente notificado, si bien no por los argumentos expuestos por el apelante, lo cierto es que a efectos de tenerse notificado electrónicamente al demandante, en los términos del artículo 67 del CPACA se exige que se entregue al interesado copia íntegra del acto administrativo, se indiquen los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo, sin embargo, de la lectura de la Resolución No. 006 de 2022 se indica que proceden contra la misma los recursos de reposición y apelación dentro de los 10 días siguientes, no obstante no se le indicó ante qué autoridad debían interponerse. 
 
27. En esa medida, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia y dando aplicación al principio pro actione dirá la Sala que no era procedente el rechazo de la demanda, en la medida que a la parte demandante no se le indicó la autoridad ante la cual podía interponer los recursos que dieran por agotado el requisito de procedibilidad previsto en el numeral 2° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 y con ello garantizar la debida notificación del acto, el derecho al debido proceso y a la defensa, lo anterior, por cuanto la indebida notificación personal de ninguna forma puede constituir un obstáculo para el ejercicio y protección del derecho al acceso a la administración de justicia, razón por la que se ordenará que el a quo realice el estudio de admisión de la presente demanda. 
 
II. Consideraciones 
 
2.1. Del requisito de procedibilidad previsto en el numeral 2 del artículo 161 del 
CPACA 
 
28. El numeral 2º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, prevé como requisito previo para demandar cuando se formulen pretensiones relativas a la nulidad de un acto administrativo, haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios: 
 
ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 
 
(…) 2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio negativo en relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto presunto. 
 
Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral. 
 
29. Frente a la notificación personal de los actos administrativos, el artículo 67 de la Ley 1437 de 2011, dispone lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 67. NOTIFICACIÓN PERSONAL. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse. 
 
En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo. 
 
El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación. 
 
La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades: 
 
1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera. 
 
La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico. 
 
2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas.  
 
A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.” Resalta la Sala 
 
30. Por su parte, el artículo 74 ibidem, prevé respecto a los recursos contra los actos administrativos, lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 74. RECURSOS CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Por regla general, contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos: 
 
1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque. 
 
2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 
 
No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Directores de Departamento Administrativo, superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos. 
 
Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial. 
 
3. El de queja, cuando se rechace el de apelación. 
 
El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior del funcionario que dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la providencia que haya negado el recurso. 
 
De este recurso se podrá hacer uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. 
 
Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, y decidirá lo que sea del caso.” 
 
31. De otra parte, el artículo 87 de la misma norma, frente a la firmeza de los actos administrativos, dispuso: 
 
“ARTÍCULO 87. FIRMEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Los actos administrativos quedarán en firme: 
 
1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día siguiente al de su notificación, comunicación o publicación según el caso. 
 
2. Desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la decisión sobre los recursos interpuestos. 
 
3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, si estos no fueron interpuestos, o se hubiere renunciado expresamente a ellos. 
 
4. Desde el día siguiente al de la notificación de la aceptación del desistimiento de los recursos. 
 
5. Desde el día siguiente al de la protocolización a que alude el artículo 85 para el silencio administrativo positivo.” 
 
32. Finalmente, el artículo 43 ibidem define como actos definitivos, aquellos “que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación”. 
 
33. Respecto a la firmeza de los actos administrativos y la obligatoriedad de presentar los recursos en el procedimiento administrativo, el Consejo de Estado ha señalado lo siguiente: 
 
“De las normas transcritas se puede concluir sin mayores argumentos, que un acto administrativo adquiere firmeza, entre otros, cuando no procede ningún recurso, cuando se hubieren decidido los interpuestos o se hubiere renunciado expresamente a ellos y bajo esas premisas quedará entonces el acto definitivo que será susceptible de ser demandado a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho contemplado en el artículo 138 del CPACA. 
 
Es importante igualmente hacer referencia a la parte final del artículo 76 del CPACA en relación con la obligatoriedad de presentar los recursos en el procedimiento administrativo, el referido precepto dice «[...] Los recursos de reposición y de queja no serán obligatorios.» de lo cual se concluye que el recurso de apelación sí lo es.” [footnoteRef:6]  [6:  Radicación número: 52001-33-33-000-2016-00625-01 (1175-17). C.P. William Hernández Gómez. ] 

 
2.2. Caso concreto 
 
34. Conforme se enunció, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la parte actora pretende se declare la nulidad de la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, a través de la cual el jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Cultura, sancionó al señor Rodolfo García López, por la intervención del predio ubicado en la carrera 11 No. 17-79/83 barrio Centro, del municipio de Tunja con multa equivalente a doscientos millones de pesos ($200.000.000). 
 
35. Bajo el criterio del a quo, en el presente asunto no se agotó el requisito de procedibilidad previsto en el numeral 2º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, a saber, haberse acreditado que respecto al acto administrativo particular demandado se ejercieron los recursos que de acuerdo a la Ley le eran obligatorios, lo anterior, por cuanto el acto acusado señala que contra el mismo proceden los recursos de reposición y/o apelación dentro de los 10 días siguientes a su notificación, en los términos del artículo 74 y s.s. del CPACA, sin que se hubiera acreditado que interpuso el recurso obligatorio de apelación. 
 
36. Contrario a ello, considera la parte actora que al no habérsele notificado en legal forma el acto acusado, conllevó a que el señor Rodolfo García López no hubiere presentado los recursos de ley contra el mismo. 
 
37. En primer lugar, debe referirse lo resuelto en la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022: 

        (…) 
[image: ] 
 
38. Aduce el apelante que el acto acusado no le fue debidamente notificado, pues si bien el a quo asegura que en el escrito de subsanación se indicó que fue notificado el 14 de enero de 2022, lo cierto es que solo transcribió el correo enviado por la entidad, sumado a que nunca abrió el contenido del correo.  Al respecto se encuentra acreditado en el plenario que el acto administrativo le fue notificado de manera electrónica al señor Rodolfo García López el 13 de enero de 2022, a través del correo electrónico rodolfo.garcía0944@gmail.com:  
 
  
 

 
39. Sumado a ello, al momento de subsanar la demanda, frente a la notificación del acto acusado, se indicó por el apoderado del demandante: 
[image: ] 
40. Conforme a lo expuesto, se colige en el presente asunto que la decisión sancionatoria le fue notificada al señor Rodolfo García López el 13 de enero de 2022 a la cuenta de correo personal rodolfo.garcía0944@gmail.com, si bien a criterio del apelante, en el escrito de subsanación no se aseguró que el demandante se hubiera notificado del acto acusado, lo cierto es que, si se adujo en tal oportunidad por el apoderado del demandante que la fecha exacta en la cual fue notificado el señor Rodolfo García es el 14 de enero de 2022, fecha en la que se dio cuenta del correo y que se trataba del acto cuya nulidad se pretende, razón por la cual, le asiste razón al a quo a partir de tal manifestación de tener por notificado al demandante el día siguiente del envío del correo de notificación. 
 
41. Es preciso señalar que, si bien el apoderado de la parte actora en la alzada refiere que  lo único que hizo fue trascribir el correo enviado al poderdante, por cuanto en efecto este no abrió los anexos o datos adjuntos al mismo, con lo que en estricto sentido no se cumplió la notificación, lo cierto es que, independientemente de que hubiera abierto o no el contenido del correo electrónico, en los términos del artículo 291 del CGP, “se presumirá que el destinatario ha recibido la comunicación cuando el iniciador recepcione acuse de recibo”, en esta medida obra en el proceso el pantallazo referenciado en precedencia en el sentido de haber recibido el correo respectivo, siendo aún más que es el propio demandante quien afirma haberlo recibido. 
 
42. En este orden, si bien precisó el a quo que al encontrarse debidamente notificado le asistía la obligación al aquí demandante, de impugnar la decisión sancionatoria, ya fuera con la interposición del recurso de reposición si así lo consideraba, o, por el contrario, a través del recurso de apelación en los términos del acto administrativo y lo dispuesto en el artículo 74 del CPACA, que prevé que el mismo es obligatorio. Lo cierto es que, a criterio de la Sala la notificación personal del señor Rodolfo García no se practicó en debida forma, por los argumentos que pasan a exponerse: 
 
43. En términos del artículo 67 de la Ley 1437 de 2011, las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse, regula además que, en la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo, finalmente, dispone que “El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación”. 
 
44. Ahora bien, de la lectura del acto acusado a saber, la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, en su artículo Quinto señala que contra “la misma proceden los recursos de Reposición y/o Apelación, los cuales se podrán interponer dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, en los términos del artículo 74 y s.s. del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, nótese que la entidad omite indicar ante qué autoridad debe interponerse dichos recursos. 
 
45. Omisión que tampoco fue subsanada en el correo electrónico en el cual se notificó el acto administrativo, toda vez que la entidad se limita a indicar que “Contra la presente resolución procede recurso de reposición y apelación los cuales se podrán interponer dentro de los 10 días siguientes a la presente notificación”. 
 
46. Bajo ese entendido, para la Sala el incumplimiento por parte del Ministerio de Cultura en indicarle al señor Rodolfo García ante cuál autoridad debía interponer los recursos contra la Resolución No. 0006 del 11 de enero de 2022, invalida la notificación personal practicada tal como lo prevé el inciso final del artículo 67 del CPACA, por omisión en el cumplimiento de este aspecto. 
 
47. Por consiguiente, pretender que una persona que ni siquiera contaba con apoderado judicial al momento de proferirse y notificarse la decisión de fondo, interpusiera los recursos de ley, cuando no se indicó ante cual autoridad debía hacerlo, constituye a criterio de esta Sala, un obstáculo al acceso a la administración de justicia, y tal circunstancia sirve de fundamento para no tener por agotado el requisito de procedibilidad previsto en el numeral 2° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 y rechazar su demanda. 
 
48. Lo anterior toda vez que el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia previsto en el artículo 229 Constitucional, ha sido entendido por la Corte 
Constitucional[footnoteRef:7] “(…) como la posibilidad reconocida a todas las personas de poder acudir, en condiciones de igualdad, ante las instancias que ejerzan funciones de naturaleza jurisdiccional que tengan la potestad de incidir de una y otra manera, en la determinación de los derechos que el ordenamiento jurídico les reconoce, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en la Constitución y la ley (…)”.  [7:  Corte Constitucional, Sentencia T 799 de 21 de octubre de 2011, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto ] 

 
49. Sumado a ello, el Consejo de Estado[footnoteRef:8] ha señalado que “no puede dejarse de lado que, de conformidad con los principios pro actione y pro damato, el juez puede interpretar de manera flexible las normas procesales en aras de garantizar la finalidad que ellas persiguen, esto es, el acceso a la administración de justicia y la primacía de los derechos sustanciales señalados en el artículo 228 de la Constitución Política.  [8:  Consejo de Estado, Sección Primera, Auto de 13 de junio de 2019, C.P Oswaldo Giraldo López. 
Radicación 25000234100020180049801 ] 

En tal sentido se ha expresado que: “[…] El principio pro damato involucra razones de equidad y seguridad jurídica, pues atiende a las circunstancias particulares que rodean el caso para no restringir el derecho al acceso a la administración de justicia cuando no se tiene la certeza sobre la configuración de la causal de rechazo pertinente […]”. 
 
50. Por lo anterior, esta Sala al advertir que la notificación personal realizada al señor Rodolfo García, en todo caso, no reúne los requisitos previstos para su validez en los términos del artículo 67 del CPACA, al no haberse precisado la autoridad ante la cual debía interponerse los recursos de ley, no le era exigible acreditar la interposición del recurso de apelación que resulta obligatorio, requisito que exige el numeral 2º del artículo 161 del CPACA. 
 
51. En este orden, en aras de garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia y dando aplicación al principio pro actione, no resulta procedente el rechazo de la demanda, en la medida que la notificación a la parte demandante no se practicó en debida forma, lo que impidió agotar el requisito de procedibilidad previsto en el numeral 2° del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011. 
 
52. En consecuencia, se revocará la providencia impugnada y en su lugar, se ordenará remitir el expediente al Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Tunja para que provea sobre la admisión de la demanda, en aras de garantizar el derecho de las personas que acceden a la administración de justicia.  
 
En mérito de lo expuesto, se Resuelve:  
 
1. Revocar el auto proferido el 15 de septiembre de 2022 por el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Tunja, que rechazó la presente demanda, conforme a lo expuesto. 
 
2. En su lugar, disponer que el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito Judicial de Tunja realice el estudio de admisión de la presente demanda, atendiendo el hecho que la indebida notificación del acto demandado, impidió al actor cumplir con el presupuesto normativo previsto en el numeral 2º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011. 
 
3. En firme este auto, por Secretaría envíese el proceso al A quo, previas las anotaciones de rigor. 
 
Notifíquese y cúmplase,  
 
 
(Firmado electrónicamente) 
BEATRIZ TERESA GALVIS BUSTOS 
Magistrada 
 
 
(Firmado electrónicamente) 
FÉLIX ALBERTO RODRÍGUEZ RIVEROS  
Magistrado 
  
(Firmado electrónicamente) 
FABIO IVÁN AFANADOR GARCÍA  
Magistrado  
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ARTICULO PRIMERO. DECLARAR RESPONSABLE, al sefior RODOLFO
GARCIA LOPEZ identificado con cédula de ciudadania No 6.769.479,
de incurrir en falta contra el patrimonio cultural de la Nacién,
materializada con la intervencién sin autorizacién del Ministerio de
Cultural en el inmueble ubicado en la carrera 11 No 17-79/83 de la
ciudad de Tunja-Boyac4, localizado en el centro historico de la
ciudad, declarado Monumento Nacional mediante ley 163 de 1959,
hoy bien de interés cultural de ambito Nacional.
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ARTICULO SEGUNDO. IMPONER al sefior RODOLFO GARCIA LOPEZ
identificado con cédula de ciudadania No 6.769.479 la sancién
consistente en MULTA de DOSCIENTOS (200) SALARIOS MiNIMOS
LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalentes a DOSCICENTOS
MILLONES DE PESOS M/CTE ($200.000.000.00) M/CTE, lo cual a su
vez equivale a 5,262 UVT, pago que deberé efectuarse dentro de los
diez (10) dias habiles siguientes a la notificacién del presente acto
administrativo a la cuenta corriente No. 61011110 del Banco de la
Republica, titular: “DTN Impusstos, tasas, multas y contribuciones”,
Cédigo: 328, concepto de la consignacion: “Multa Sancién PAS-2019-
0060" y debera enviarse a este Despacho el recibo de consignacion
donde conste el pago, en original.

ARTICULO TERCERO. ORDENAR al sefior RODOLFO GARCIA LOPEZ
identificado con cédula de ciudadania No 6.769.479, realizar las
siguientes actividades frente a la intervencion efectuada:
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ARTICULO PRIMERO. DECLARAR RESPONSABLE, al sefior RODOLFO
GARCIA LOPEZ identificado con cédula de ciudadania No 6.769.479,
de incurrir en falta contra el patrimonio cultural de la Nacién,
materializada con la intervencién sin autorizacién del Ministerio de
Cultural en el inmueble ubicado en la carrera 11 No 17-79/83 de la
ciudad de Tunja-Boyac4, localizado en el centro historico de la
ciudad, declarado Monumento Nacional mediante ley 163 de 1959,
hoy bien de interés cultural de ambito Nacional.
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ARTICULO SEGUNDO. IMPONER al sefior RODOLFO GARCIA LOPEZ
identificado con cédula de ciudadania No 6.769.479 la sancién
consistente en MULTA de DOSCIENTOS (200) SALARIOS MiNIMOS
LEGALES MENSUALES VIGENTES, equivalentes a DOSCICENTOS
MILLONES DE PESOS M/CTE ($200.000.000.00) M/CTE, lo cual a su
vez equivale a 5,262 UVT, pago que deberé efectuarse dentro de los
diez (10) dias habiles siguientes a la notificacién del presente acto
administrativo a la cuenta corriente No. 61011110 del Banco de la
Republica, titular: “DTN Impusstos, tasas, multas y contribuciones”,
Cédigo: 328, concepto de la consignacion: “Multa Sancién PAS-2019-
0060" y debera enviarse a este Despacho el recibo de consignacion
donde conste el pago, en original.

ARTICULO TERCERO. ORDENAR al sefior RODOLFO GARCIA LOPEZ
identificado con cédula de ciudadania No 6.769.479, realizar las
siguientes actividades frente a la intervencion efectuada:
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ARTICULO CUARTO. NOTIFICAR PERSONALMENTE al sefior RODOLFO
GARCIA LOPEZ identificado con cédula de ciudadania No 6.769.479,

al correo electrénico rodolfo.garcia0944@gmail.com.

ARTICULO QUINTO. La presente Resolucién rige a partir de la fecha
de su notificacién y contra la misma proceden los recursos de
Reposicion y/o Apelacién, los cuales se podran interponer dentro de
los diez (10) dias siguientes a su notificacion, en los términos del
articulo 74 y s.s. del Cédigo de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo.

ARTICULO SEXTO.COMUNICAR La presente decisién a la Inspectora
Octava e Policfa y control urbano de Tunja.

ARTICULO SEPTIMO. En firme la presente Resolucién, presta mérito
ejecutivo por Jurisdiccién Coactiva.
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De: Richard Alexander Mayo Cardobs <f1isyoi@ mincultus gov co>
Dt joe., 13 deene.de 2022, 146 . m

Subject: Nouficacion Persora] Resolucion 0006 de 2022

Tor oo gariat4dg ] com <cdolfo greia0?4es il com>
G- Anny Yabaisa Riveros Rojas <ariverosi mincultur g0t co>

Bogoti D.C. 13 de encro de 2022

Senor
RODOLFO GARCIA LOPEZ

Cordial saludo,

por medio de la presente, me permito notificarle Personalmente, en los términos de

anticulo 67 y 5. del Codigo de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo ~CPACA—, Ley 1437 de 2011, ¢l contenido de I resolucion n. 0006




image7.jpg
00T R, SR U0 AR DY 1 CHAR. 88- ERUSIVE DEOCOESIIG . SEMSARNINET)
ancionatorio PAS -2021-0009" sdelantado por presunta. falia coniea ¢l patrisonio
Sultural de la Nacion. proferida por ol jefe de la Oficina Ascsora Juridica. del
Ministcrio de Cultira.
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podirin interponcr deniro de los 10 dias siguienics  1a presente notificacion. en los
ermimos del asticulo 74 de T ey 1437 de 2011

Por Gitimo. cabie snotas que 1 notificacion se considerard surtida al finalizar <l dia
sitiente &1 de 1a entrega de Ia notificacsin o o1 higar de destina. En adelanic
emmicare ) sigienc
Correo: noisacionsprosssmadminisiratiy Cs@ iRl g0Y.0

Atcntamene.

RICHARD ALEXANDER MAYO CORDOBA
Abogado Oficina Ascsora Juridica

Minisierio de Cultura (Minisiry of Culture)
Direccion (Addresy Cra. § No 543 ext 1315
Bogors. Colombia
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Se puede evidenciar claramente que  la resolucién 0006 del 2022, fue  enviada el
13 de enero del 2022, por la Oficina Asesora Juridica Ministerio de Cultura. Al
correo  electrénico del sefor Rodolfo Garcia Lépez, por lo tanto su scfioria me
permito, manifestarle al despacho que la fecha exacta en la cual le fue notificado es
el 14 de encro del 2022, fecha en la cual el sefior Rodolfo Garcia Lopez, sc da
cuenta del correo clectrénico y que se trataba de la resolucién 0006 del 2022.




